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INTRODUCCIÓN

El presente manual ha sido diseñado con el objeto de proveer una herramienta de aplicación práctica para el desarrollo de las tareas de campo de las auditorías de regularidad a cargo de la Vocalía Administración Central, facilitando la unificación de criterios y procedimientos a aplicarse.

Las particularidades del Sector Público y del H. TRIBUNAL DE CUENTAS, en particular, hacen necesario disponer de un manual de procedimientos que enriquezca al proceso de control con elementos técnicos propios de la auditoría gubernamental.

Es importante resaltar que los aspectos particulares de la auditoría gubernamental están íntimamente relacionados con el principio de rendición de cuentas, elemento distintivo del sistema de control republicano.

En el ámbito Provincial, la naturaleza de la Hacienda Pública, se encuentra enmarcada en la Ley Nº 1367 de Administración Financiera y Sistema de Control de la Provincia de Buenos Aires  Decreto Ley de Contabilidad nº 7764/71 y su Reglamentación y las funciones y atribuciones del Órgano de Control Externo en la Ley 10869 y sus modificatorias.

Planteado el objetivo perseguido, es dable señalar que este manual se nutre con los conceptos comúnmente aceptados por la doctrina, representando pautas procedimentales básicas, que en manera alguna impiden la aplicación del criterio profesional.


Por otra parte, el Tribunal de Cuentas ha certificado normas ISO 9000/9001 de Calidad, con lo cual los procesos y plazos de ejecución han quedado definidos dentro de dicho sistema.

1 DISPOSICIONES GENERALES
1.1 MARCO LEGAL

1.1.1 Constitución de la Provincia de Buenos Aires

En su Artículo 159° incorpora al Tribunal de Cuentas otorgándole las siguientes atribuciones: 

a. Examinar las cuentas de percepción e inversión de las rentas públicas, tanto provinciales como municipales, aprobarlas o desaprobarlas y en este último caso, indicar el funcionario o funcionarios responsables, como también el monto y la causa de los alcances respectivos. 

b. Inspeccionar las oficinas provinciales o municipales que administren fondos públicos y tomar las medidas necesarias para prevenir irregularidades. 

1.1.2 Ley Orgánica

La Ley n° 10869 y sus modificatorias (artículo 1°) estipula que “El Tribunal de Cuentas es un órgano de control administrativo con funciones jurisdiccionales y posee las atribuciones que le confiere la Constitución de la Provincia y las que le otorga esta ley. Su sede central será la Capital de la Provincia.”


En síntesis, es en dicho marco normativo que se asienta el ejercicio de la función del Control Externo en la Provincia de Buenos Aires, quedando circunscripta a las actividades de auditoria de regularidad financiera y cumplimiento legal.
1.2 CONCEPTUALIZACIÓN: AUDITORÍA DE REGULARIDAD
 
Comprende la fiscalización de las operaciones que surgen de los sistemas contables, la verificación del cumplimiento de las disposiciones legales y reglamentarias aplicables, la certificación de la Cuenta General del Ejercicio y la prevención de irregularidades.


Abarca dos tipos de auditorias, que se realizan en forma concomitante:
1.2.1 Auditoría de Cumplimiento Legal: Analiza y evalúa el sustento normativo de las acciones llevadas a cabo con incidencia patrimonial, financiera o presupuestaria, incluyendo ello la validación de todos los elementos que conforman un acto administrativo tipificados en la Ley de Procedimiento Administrativo. 

1.2.2 Auditoría Financiera: Comprende la evaluación de los estados y registros contables, con el propósito de sustentar una opinión profesional (que podrá derivar en recomendación) con respecto a la consistencia de los sistemas de información y control, que en el caso de la Cuenta General del Ejercicio debe incluir un dictamen sobre la razonabilidad de la información patrimonial, financiera y presupuestaria, conforme las normas contables en vigor. 
1.3 OBJETIVOS

1.3.1 Determinar la razonabilidad de la información patrimonial, financiera y presupuestaria generada por el ente auditado. 

 1.3.2 Establecer si se ha cumplido con la normativa aplicable en los procedimientos que dieron origen a las variaciones patrimoniales, financieras o presupuestarias. En caso de incumplimiento, determinar con certeza cual ha sido la norma transgredida y los funcionarios responsables de la acción u omisión.

1.3.3 Brindar elementos de juicio válidos que permitan la aprobación o desaprobación de la cuenta rendida.

1.3.4 Prevenir irregularidades.

2 PLANIFICACIÓN DE LA AUDITORÍA

2.1 INTRODUCCIÓN

Llevar a cabo una auditoría implica desarrollar un proceso que se compone de tres etapas: planificación, ejecución y control.

A continuación podemos observar los objetivos, productos terminados y aspectos claves a ser considerados para cada una de dichas etapas:


Planificación
Ejecución
Conclusión

1- Objetivo
Determinar enfoque y procedimientos de auditoría a aplicar
Obtener evidencias 
Emitir informe

2- Producto

     Terminado
Papeles de trabajo

Evaluación del riesgo

Programas

Aprobación del Programa

Asignación de recursos
Papeles de trabajo

Control de tiempos y desvíos

Evaluación del personal
Informe

3- Clave
Determinación del riesgo

Determinar el Plan en función del riesgo detectado y la significatividad de los valores a auditar
Diferenciar afirmaciones  surgidas de los estados contables y las evidencias

Supervisión
Fidelidad de lo plasmado en el informe con la realidad compulsada

Fundamento técnico y jurídico de las afirmaciones

Por otra parte, cabe señalar que los límites de cada etapa no son tajantes ni excluyentes, pudiéndose realizar las modificaciones que se consideren necesarias según surja de la ejecución de los procedimientos a ser aplicados en el desarrollo de la tarea de auditoría.

Para concluir, en el esquema siguiente, se establecen -a grandes rasgos- cuáles serían las acciones a seguir en cada etapa del proceso de auditoría.

2.2 PLANIFICACIÓN


La planificación o planeamiento de auditoría comprende, como mínimo, las tareas que seguidamente se detallan:


2.2.1 Desarrollo de los objetivos de auditoría.


2.2.2 Obtención del conocimiento apropiado.



2.2.2.1 Normativa especifica



2.2.2.2 Determinación de la magnitud y complejidad del ente.



2.2.2.3 Relevamiento de control interno.



2.2.2.4 Evaluación del riesgo.

2.2.2.5 Determinación del alcance y estrategia de la auditoría.



2.2.2.6 Recursos aplicables.


2.2.3 Programas de auditoría

2.2.1 Desarrollo de los objetivos de auditoría:


Los objetivos de auditoría se deben encontrar alineados con los señalados en el punto 1.3, pero en esta instancia deben ser más específicos, permitiendo de esta forma delinear las actividades que deberán dar satisfacción a los mismos.


Tales objetivos deben tender a la verificación de:

a) La confiabilidad de la información brindada por los estados y registros contables sobre la base de la documentación que da origen a las operaciones y otras pruebas sustantivas

b) El cumplimiento de las normas establecidas en cada uno de los procedimientos que sustentan los registros.

c) La determinación de los responsables de las acciones u omisiones a la normativa vigente.

Asimismo, deben plantearse objetivos tendientes a la prevención de irregularidades.

2.2.2 Obtención del conocimiento apropiado:


El conocimiento del ente a auditar resulta fundamental para poder evaluar los riesgos de auditoría y programar la naturaleza, alcance y oportunidad de los procedimientos a realizar.


Éste se obtendrá de diversas fuentes, entre las cuales se encuentra los propios legajos permanentes que obran en el H. Tribunal de Cuentas, páginas web, y documentación obrante en la Jurisdicción.


Los elementos básicos a considerar son:

2.2.2.1 Normativa específica.

2.2.2.2 Determinación de la magnitud y complejidad del ente.

2.2.2.3 Relevamiento de control interno.

2.2.2.4 Evaluación del riesgo.

2.2.2.5 Determinación del alcance y estrategia de la auditoría.

2.2.2.6 Recursos aplicables.

2.2.2.1 Normativa específica



En general está constituida por la siguiente:

a) Norma de creación de la jurisdicción y normas legales específicas.

b) Estructura aprobada con sus misiones y funciones.

c) Ley de Presupuesto.

d) Convenios, planes o acuerdos específicos.

e) Instructivos y manuales de procedimiento. 

2.2.2.2 Determinación de la magnitud y complejidad del ente.



A fin de determinar el volumen de operaciones que efectúa la Jurisdicción a auditar deberá recabarse la información necesaria, como por ejemplo:

a) Planta de personal.

b) Presupuesto asignado y recursos estimados.

c) Cantidad de dependencias y dispersión geográfica.

d) Cantidad de órdenes de compra y órdenes de pago emitidas en el ejercicio anterior.

e) Cantidad de contrataciones del ejercicio anterior clasificadas por tipo.

f) Cantidad de contratos de locación de obra.

2.2.2.3 Relevamiento del Control Interno


El proceso implicará:


a) el relevamiento de los procedimientos instituidos por el ente con el objeto de: salvaguardar sus activos, verificar la confiabilidad y exactitud de la información contable, asegurar el cumplimiento de la normativa aplicable y promover la eficiencia operativa.


b) la evaluación de si dichos procedimientos son suficientes para alcanzar los objetivos expuestos en el punto anterior.


c) las verificaciones de cumplimiento necesarias para probar que efectivamente se aplican los procedimientos previstos.


Debe tenerse presente que el sistema de control interno condiciona la confiabilidad de la información contenida en el sistema contable y, en términos generales, toda la información, por lo que su adecuada evaluación influirá positivamente sobre el resultado de la auditoría.


La primera fase de esta etapa deberá incluir el análisis del ambiente de control.


La metodología para realizar un adecuado relevamiento y evaluación del control interno incluye los siguientes pasos:


1- Conocer el flujo de la información contable


2- Identificar las áreas involucradas y analizar la segregación de funciones.


3- Explicitar los objetivos de control de cada uno de los ciclos considerados de interés de la auditoría.


4- Listar los posibles errores de autorización


5- Listar los posibles errores de integridad


6- Listar los posibles errores de exactitud


7- Identificar los controles existentes en los ciclos para prevenir o detectar errores de autorización, integridad o exactitud.


8- Analizar la efectividad de los controles previstos


9- Diseñar las pruebas de cumplimiento de los controles identificados y evaluados como efectivos.


10- Efectuar las pruebas de cumplimiento.


11- Evaluar el resultado.


Si del análisis practicado se concluye que los controles no son efectivos, puede ocurrir que no sea posible confiar en el control interno y tener que aplicar procedimientos sustantivos para poder validar cada una de las cifras involucradas.


Asimismo, en algunas circunstancias, el Relator puede recomendar apropiado que, puntualmente, una prueba detallada sea llevada a cabo por la entidad. Tal medida sería aplicable si los hallazgos de auditoría revelaran un grado de error, incumplimiento, o irregularidad  tan graves como para que sea necesario solicitar a la administración un segundo procesamiento de todas las transacciones implicadas y tomar las acciones correctivas necesarias como parte de su responsabilidad administrativa.


Los puntos precedentemente expuestos se complementan con los que se desarrollan en la etapa de ejecución que se señalan a continuación.


Para un mejor análisis del control interno clasificaremos los controles en generales y/o específicos.


Controles Generales

En sentido general se debe conocer:


* estructura


* personal


* políticas y objetivos


* sistemas contables


* información disponible


Controles específicos


En este caso se especifican que tipos de control se aplican en cada área del ente auditado, o lo que es igual, cómo se llevan a la práctica los Controles Generales.


Métodos de relevamiento


Para lograr el conocimiento adecuado es factible aplicar distintos métodos de relevamiento:


* Descriptivo


Consiste en la narración o relato escrito de las operaciones que se realizan en cada área de actividad en que se subdivide funcionalmente el ente. A tal efecto, deben describirse los formularios, cantidad de ejemplares, sitios y forma de archivo, controles, autorizaciones y remisiones a otros sectores. Si bien la resulta muy completo, la redacción de procedimientos complejos puede volverse engorrosa.


* Cuestionarios


Se efectúa mediante una serie de preguntas estándar que pretenden cubrir los aspectos significativos de las diversas áreas del ente auditado. 
Las preguntas deben ser preparadas de tal modo que las respuestas negativas configuran puntos débiles en el control. Es usual que al obtener respuestas con una breve descripción aclarativa. Asimismo, si por las características del sistema sujeto a evaluación, la pregunta es no aplicable, debe anotarse N/A, y dejar constancia de la razón.

Es necesario tener en cuenta que las preguntas normalizadas a veces dejan ciertas situaciones negativas, sean acompañadas específicas sin contemplar, no adaptándose a la realidad del área relevada y que existe la posibilidad que haya falta de veracidad en las respuestas.


* Cursograma


El cursograma es una representación gráfica secuencial del conjunto de operaciones pertenecientes a un área homogénea de actividad a través de símbolos convencionales. Su ventaja más evidente es que de un sólo golpe de vista se pone de relieve, la ausencia o duplicación de controles.

2.2.2.4 Evaluación del riesgo:


Para encuadrar los riesgos de auditoría que contribuirán a fijará la atención del Relator a fin de definir su estrategia de control, es necesario efectuar un análisis bajo los criterios de materialidad, significatividad o importancia relativa. Para desarrollar esta etapa el Relator se servirá de las evidencias e información recogida (Obtención del conocimiento  apropiado) y de la identificación del objeto de examen. 

La importancia relativa, entonces, podrá ser abordada desde los siguientes ángulos:  

· Magnitudes Absolutas: manifestada por la significatividad de los créditos presupuestarios asignados para algunas partidas presupuestarias. Al respecto, cualquier desvío evidenciado en los datos físicos empleados para el cálculo de las metas previstas respecto las alcanzadas (datos de gestión del propio ente o jurisdicción) o también, entre los créditos presupuestarios previstos y los fijados definitivamente, se considerarán relativamente importantes y estarán íntegramente sujetas a análisis y evaluación.

· Magnitudes Relativas: tratándose de un ente que presente un ambiente de control interno confiable, se estipulará un margen de seguridad del 98% en los resultados de las pruebas de validación a aplicarse sobre el funcionamiento de dicho sistema; por ello, cualquier  diferencia  o   desvío   detectados  en  los   procesos administrativos-financieros en más/menos el dos por ciento (2%) serán puntos de atención para la Auditoría.

· Circunstancias: el Relator prestará atención a la ocurrencia durante el período a auditar de nuevas situaciones que se van generando como consecuencia de reingenierías de los sistemas (contables, operativos o externos que impacten en la organización).

· Incertidumbre: la misma se plantea frente a situaciones contingentes que, de concretarse podrían impactar económica y patrimonialmente a la jurisdicción y afectar o resentir la prestación de servicios inherente a la misma. 

· Efectos Acumulativos: se tendrá en cuenta para las series de partidas, transacciones y actividades de similar índole o naturaleza, poco significantes en forma individual, pero cuya recurrencia y frecuencia generen un efecto acumulativo de importancia en cuanto a sus magnitudes; (ejemplo: entre otros conceptos: pago de  viáticos; manejo de cajas chicas, contrataciones directas de menor cuantía, etc.).

 
De lo actuado hasta este momento, se evaluará y definirá el riesgo inherente a la entidad, relacionado con el tipo de actividad que desarrolla, el riesgo de control, que dependerá fundamentalmente del control interno imperante en la entidad o jurisdicción y el riesgo de detección de irregularidades o simplemente hechos que puedan modificar la opinión del Relator sobre el objeto bajo análisis.


Deberán identificarse las áreas o circuitos más importantes que merecerán la atención del Relator y sustentarán su opinión.


El riesgo inherente representa la posibilidad que tanto transacciones como saldos puedan incluir afirmaciones equivocadas, es independiente de los sistemas de control de la entidad, entre sus determinantes encontramos, fundamentalmente, el tipo de actividad de la entidad (complejidad) y el encuadre legal asignado (mayor o menor discrecionalidad de los directivos, excepciones a determinadas prácticas o intervenciones de los controles previos, etc.)


El riesgo de control consiste en que existiendo una afirmación errónea el sistema de control no lo observe o bien que habiéndolo detectado no adopte las medidas correctivas necesarias para que los errores no se reiteren. Comprende los controles generales (estructura, separación de funciones, organización general) y los específicos.


El riesgo de detección: es el riesgo de que los procedimientos de auditoría no permitan descubrir una afirmación errónea. Puede estar originado en la ineficacia del procedimiento empleando, mala aplicación del mismo, o bien incorrecta definición del alcance u oportunidad.

La metodología a seguir a fin de determinar las áreas u objetivos prioritarios para la auditoria en función de los mayores riesgos detectados, consistirá en la asignación a cada uno de ellos de los factores de riesgos y su ponderación (Ver Anexo II)


A tal efecto se considerarán como factores de riesgo, los siguientes:

1. Lineamientos generales del Honorable Tribunal de Cuentas: Considerar si para el período a auditar se han dado lineamientos que prioricen el control de determinados aspectos considerados estratégicos por la Vocalía o por el H. Cuerpo.

2. Cambios (personas, sistemas, ambiente): Debe tenerse presente si en el organismo a auditar existe alta rotación del personal, cambios en los sistemas contables, fusiones o separaciones de entes y todo otro cambio que pueda influir negativa o positivamente sobre el control.

3. Sensibilidad: Deben evaluarse los riesgos inherentes al tipo de actividad específica del ente que puede verse expuesto a la ocurrencia de ilícitos y la exposición del patrimonio a sufrir pérdidas sin que estas sean prevenidas o detectadas. Indicadores negativos: denuncias, quejas del público usuario u opinión pública desfavorable.

4. Complejidad: La complejidad se puede deber a factores tales como la naturaleza de las actividades, la cantidad de procesos y servicios involucrados, la dispersión geográfica y la descentralización administrativa.

5. Ambiente de control: Se evalúa a través de cómo se han definido las políticas y los procedimientos, si ellos han sido debidamente documentados y difundidos entre el personal. Indicadores de que existe un sólido ambiente de control son un alto nivel de cumplimiento de los procedimientos y las reglamentaciones establecidas, una pronta detección y solución de errores y el contar con sistemas de información confiables. 

6. Tamaño: Se mide en pesos, personas, volumen de documentación. Mayor tamaño aumenta los riesgos. 

Dichos factores o criterios de riesgo deben ser susceptibles de determinar la importancia y categorización de los distintos proyectos de auditoria definidos. La citada importancia estará asignada en función de la prioridad a otorgarle al potencial riesgo (los seis criterios de riesgo anteriores permiten que el factor de mayor importancia sea ponderado con un valor de 6 y al de menor con un valor de 1).


En cuanto a la gradación a asignar a cada factor de riesgo, dependerá o estará directamente relacionado con la naturaleza intrínseca de lo que se va a auditar. Se utilizará como sistema de gradación, el siguiente: No aplicable = 0; Buen control interno y bajo valor monetario = 1; Medio = 2 y Escaso control interno o alto valor monetario = 3.

Entonces, se aplicará la siguiente metodología (Anexo II):

· Definición de los factores de riesgo aplicables a la organización.

· Ponderar el peso de cada factor de riesgo en función de la importancia que se le asigna a los mismos en el gran sistema organizacional.

· Redondear la importancia o peso que para cada proyecto sujeto a auditoría tienen los factores de riesgo (categorización de los proyectos de auditoría).

· Calcular el coeficiente de riesgo para cada proyecto sujeto a auditoría a los fines de su calificación.

· Programar las tareas de auditoría y  definir criterios de frecuencia para la emisión de informes.

· Distribuir las horas-hombre de auditoría en función de los recursos humanos disponibles.

2.2.2.5 Determinación del alcance y estrategia de la auditoría


Determinar el alcance de la auditoria implica definir, preliminarmente, el desarrollo de la tarea en términos de extensión y profundidad.


Las decisiones claves a tomar en ese aspecto, se relacionan con una determinada y analizada situación del ente y sus componentes (rubros), y la batería de procedimientos, alcances y oportunidad posibles. Consiste en la asignación a cada componente del ente del tipo de procedimientos, del alcance de cada procedimiento elegido, y el momento o momentos en que esos procedimientos se van a aplicar.


En términos generales, puede afirmarse que si el Relator detectó, en el relevamiento previo, que existe mal control interno, entonces deberá profundizar los análisis mediante la aplicación de procedimientos sustantivos (muchas pruebas), en tanto, a buen control interno, podrá conformarse con la aplicación de pruebas de cumplimiento y sustantivas con menor alcance.


2.2.2.6 Recursos aplicables


El jefe de equipo conjuntamente con la evaluación anterior, determinará la asignación de recursos a la auditoria y evaluará si resultan adecuados los recursos asignados, tanto humanos como materiales, de corresponder, requerirá su modificación.


2.2.3 Programa de auditoría


El último paso de la planificación es el desarrollo del programa de auditoría, que es el nexo entre los objetivos fijados en la etapa previa y la ejecución real del trabajo de campo.


El programa es un esquema lógico, secuencial, detallado de las tareas a  realizar y los procedimientos a emplearse, determinando la extensión y oportunidad en que serán aplicados, así como los papeles de trabajo que han de ser elaborados.


Deberá incluir la explicación del motivo de cada paso del trabajo y el objetivo en las tareas específicas que han de realizarse, ya que esto permitirá una mejor comprensión del personal interviniente y hará posible una adecuada supervisión. Asimismo, contendrán, la definición de siglas, abreviaturas y términos peculiares de la entidad y la previsión del espacio para completar con el nombre e inicial de quién ejecutó la tarea, a efectos de facilitar la supervisión.


El programa comprenderá las estimaciones en el tiempo de trabajo del personal que integra el equipo en cada paso, así como los plazos para completar las acciones principales del programa, tales como finalizar la recopilación de datos, completar su análisis y concluir el proyecto del informe.

3. SUB-SUBPROCESOS EN LA EJECUCIÓN DE LA AUDITORÍA
Para dar cumplimiento a las labores de auditoría el sistema de gestión de calidad ha definido cinco sub-subprocesos, los cuales se reseñan a continuación:

3.1 Sub-subproceso de Conciliación de Estados y Registros: Encaminado a analizar los estados contables y registros, su consistencia y concordancia, como paso preliminar para establecer la confiabilidad y razonabilidad de dicha información. Para ello se compulsan los estados contables y registros que establece la Ley de Administración Financiera y la normativa específica de la Contaduría General de la Provincia, verificando su congruencia.

3.2 Sub-subproceso de Revisión de Documentación Respaldatoria:  Encaminado a analizar la documentación que da origen a las operaciones (patrimoniales, financieras y presupuestarias) consignadas en los registros, para verificar su consistencia y el cumplimiento de las normas establecidas para cada uno de los procedimientos administrativos que sustentan las registraciones. Para ello se analiza la documentación de pagos remitida por la Repartición o por la Tesorería General de la Provincia y toda otra documentación que permanezca en sede del organismo (excepto los expedientes de contrataciones).

3.3 Sub-subproceso de Análisis de Contrataciones: Encaminado a analizar los expedientes por los que se tramitaron las contrataciones del ejercicio a fin de verificar el cumplimiento de las normas vigentes. Su segregación del sub-subproceso anterior se justifica en la circunstancia de que no todas las contrataciones tramitadas en un período tienen efectos presupuestarios, financieros o patrimoniales durante su transcurso.

3.4 Sub-subproceso de Análisis de la Cuenta General del Ejercicio: Encaminado a analizare los estados contables anuales emitidos por la Contaduría General de la Provincia y sus pertinentes registros, para verificar su consistencia, concordancia y congruencia, a fin de reunir las evidencias válidas para emitir un dictamen sobre la razonabilidad de la información expuesta, conforme normas legales y principios contables generalmente aceptados para el sector público. Asimismo, se debe realizar una interpretación de los estados contables mediante la aplicación de indicadores, evaluar la legalidad de las modificaciones presupuestarias, el uso del crédito público y el desempeño fiscal. Este sub-subproceso es exclusivo para el estudio de la Cuenta General del Ejercicio, no resultando aplicable al resto de los estudios.

3.5 Sub-subproceso de cumplimiento de Cuestiones Pendientes de Ejercicios Anteriores: Encaminado a tratar todas aquellas cuestiones que hayan sido dejadas en reserva en ejercicios anteriores, ya fuere para su tratamiento en el período siguiente como a través de un expediente especial. 

4. DISPOSICIONES SOBRE LAS EVIDENCIAS DE AUDITORÍA
Para fundamentar sus observaciones, opiniones y conclusiones, el Relator deberá obtener evidencia suficiente, pertinente y válida, mediante la realización y evaluación de las distintas pruebas de auditoría que se consideren necesarias. Las mismas constituirán las pruebas en las que se basarán las observaciones o hallazgos de la auditoria.

Dentro del marco del Juicio de Cuentas, el Relator, debe obtener básicamente pruebas documentales. Sin perjuicio de ello puede recurrir a otras que refuercen sus hallazgos y, asimismo, debe evaluarlas cuando los señalados como responsables las ofrecieren en su defensa.

Clasificación de las pruebas:

* Pruebas materiales: se obtienen de la inspección o de la observación directa de las personas, de los activos tangibles y de los acontecimientos. 

* Pruebas documentales: Se obtienen de los documentos emitidos por el Estado o los terceros que sustentan las operaciones patrimoniales, financieras o presupuestarias:

* Pruebas testimoniales: Se obtienen de los cuestionarios o indagaciones, resultando en algunos casos propuestas por los alcanzados. Deberán ser refrendadas por otras evidencias, y ser evaluadas atendiendo el origen del testimonio.

* Pruebas analíticas: Se obtienen de estimaciones, comparaciones, razonamientos y análisis efectuados a partir de informaciones disponibles.


El Relator necesita tener una base que sustente su dictamen por lo cual es preciso que la evidencia sea suficiente, pertinente y válida.

El término suficiente se refiere a la cuantificación de la evidencia obtenida. Es la presencia de un número suficiente de elementos de prueba convincentes, que permitan apoyar las constataciones y recomendaciones.

La valoración de la suficiencia del número de elementos de prueba depende del juicio del Relator, que podrá utilizar métodos estadísticos para esta valoración.

Una evidencia suficiente debe permitir a terceros llegar a las mismas conclusiones que el Relator si utilizan idénticos criterios de evaluación que los enunciados por éste. 

En tanto el concepto de evidencia pertinente se refiere a su relevancia y razonabilidad. Las informaciones utilizadas para probar o desaprobar un dato son pertinentes si tienen una relación lógica y sensible con ese dato, mientras que las informaciones que no posean tal característica, no deberán utilizarse como elementos de prueba.

Finalmente, la validez de la evidencia está referida a su autenticidad. Significa que los elementos de prueba deben ser fiables. Si existieran dudas acerca de la validez o fiabilidad de las pruebas, el Relator deberá obtener nuevas pruebas, o indicar la situación en su informe.

A fin de juzgar la validez de los elementos de prueba, deberá tenerse presente que:

-  los elementos de prueba obtenidos de una fuente independiente son más fiables que los obtenidos en el organismo auditado;

-  los elementos de prueba recogidos en el marco de un buen sistema de control interno son más fiables que los recogidos en un sistema de control interno insatisfactorio;

-  los elementos de prueba obtenidos directamente por el Relator mediante un examen, una observación, una estimación y/o una inspección física son más fiables que los obtenidos indirectamente;

- los documentos originales son más fiables que las copias, en tanto que la validez de éstas últimas deberá estar respaldada por otras constataciones o certificaciones.

5. DISPOSICIONES SOBRE LA UTILIZACIÓN DE MUESTRAS

La utilización de muestras por parte del Relator deberá garantizar conclusiones válidas para todo el universo.


El Relator deberá establecer y volcar en sus papeles de trabajo el grado de confiabilidad obtenido con la utilización de la muestra elegida y justificarlo conforme la planificación efectuada, en especial en lo referido a los riesgos de auditoría.


Para la selección de la muestra deberán utilizarse métodos aleatorios que garanticen la total imparcialidad de los conceptos seleccionados. En caso que para la selección se utilice consideraciones subjetivas, con basamento en elementos de juicio surgidos de la planificación o las verificaciones efectuadas en ejercicios anteriores, se deberá dejar expresa constancia de ello.


La toma de muestras deberá contemplar que una tasa de error superior a la esperada, deberá inevitablemente comportar la ampliación del tamaño de la muestra, hasta tanto se logre el grado de confiabilidad requerido.


Deberá tomarse en consideración que no resulta lógica la ampliación del tamaño de la muestra cuando se ha obtenido el grado de confiabilidad adecuado, debiendo aprovecharse el tiempo disponible para la aplicación de otras pruebas sustantivas o en otros proyectos de auditoría enmarcados dentro de un mayor riesgo.


La muestra deberá seleccionarse en forma estratificada a fin de garantizar su homogeneidad con respecto al universo, lo cual implica un análisis previo de éste último en la etapa de planificación.


En tanto y en cuanto la actual Ley Orgánica del H. Tribunal de Cuentas prevé para la Administración Central la rendición de cuentas debe presentarse con una periodicidad mensual, debe entenderse que un mes de rendición de cuentas representa una muestra estratificada y homogénea con el universo a auditar. Ello significa que bastará con definir la cantidad de meses a auditar que garantizarán el grado de confiabilidad deseado.


La selección de toda aquella documentación que no forme parte de la rendición de cuentas mensual deberá hacerse utilizando procedimientos aleatorios.


Se deberá tener presente que, de realizarse muestras sobre la rendición mensual analizada, su tamaño deberá garantizar conclusiones válidas sobre la totalidad del universo y no sobre la rendición mensual elegida.

6. DISPOSICIONES SOBRE PAPELES DE TRABAJO
Los papeles de trabajo son el conjunto de documentos y otros medios, debidamente referenciados, en los cuales el Relator registrará el trabajo que se realiza durante el proceso de auditoría. 

Su propósito es documentar y evidenciar las actividades desarrolladas en el proceso de auditoría y constituyen el nexo entre el trabajo de auditoría y el informe. 

Los papeles de trabajo son la memoria del trabajo, por lo tanto su elaboración debe ser clara, pulcra y precisa y en ellos debe consignarse toda la información referente al análisis, comprobación y conclusiones sobre las pruebas realizadas y la descripción de las situaciones identificadas en el proceso de evaluación.   

El conjunto de sus papeles de trabajo estará constituido por los programas de auditoria escritos con la indicación de su cumplimiento y las evidencias tenidas por el Relator en el desarrollo de su tarea.

En la Vocalía Administración Central se han establecido papeles de trabajo tipo, a fin de homogeneizar las tareas de auditoría, su revisión y verificación, como así también para garantizar el cumplimiento de objetivos mínimos de auditoría que permitan al H. Cuerpo cumplir su función constitucional con el debido respaldo.

Se deben distinguir cuatro tipos de papeles de trabajo:

6.1 Aquellos que son obligatorios para cada sub-subproceso, los cuales responden a lo establecido en normas de gestión de calidad para cada uno de ellos, en los cuales se deberá dejar expresa constancia del cumplimiento de todas las etapas correspondientes.

6.2 Aquellos que son obligatorios para cada tipo de auditoría, en tanto y en cuanto el Relator haya definido su realización, ya fuere en la planificación o como consecuencia de nuevos elementos surgidos durante el transcurso del estudio, de los cuales tenemos dos subtipos:

6.2.1 Generales: Aplicables a todos los estudios de cuentas.

6.2.2 Específicos: Aplicables a situaciones particulares de la jurisdicción auditada.

Los papeles de trabajo formaran parte del legajo correspondiente al ente auditado y se consideraran propiedad del Tribunal de Cuentas con custodia a cargo de la Relatoría que los elaboró, debiendo ser conservados por el plazo que prescriba la legislación vigente.

7. DISPOSICIONES SOBRE EL CONTENIDO DE LOS INFORMES

7.1 Tipos de informes

7.1.1) Pedido de antecedentes (Art. 12 de la Ley Orgánica del H. Tribunal de Cuentas).

7.1.2) Informe con observaciones para traslado a los responsables (Art. 26 de la Ley Orgánica del H. Tribunal de Cuentas):.

7.1.3)  Informe Final (Art. 30 de la Ley Orgánica del H. Tribunal de Cuentas):.

7.1.4) Informe del Recurso de Revisión (Art. 39 de la Ley Orgánica del H. Tribunal de Cuentas).

7.1.5) Informe especial.

7.1.6) Certificación.

7.1.7) Acta.

7.2 Contenidos de los informes para traslados y conclusivos.

7.1.1) Pedido de antecedentes (Art. 12 de la Ley Orgánica del H. Tribunal de Cuentas)

Previo al inicio de las tareas de fiscalización de la cuenta rendida, el Relator solicitará todos aquellos antecedentes que considere indispensables a fin de complementar y profundizar la auditoria a realizar.


Asimismo, deberá requerir la constitución de domicilio especial de las autoridades y funcionarios del ente a auditar, dicha solicitud deberá realizarse antes de que finalice el ejercicio a fiscalizar, a fin de asegurarse que todos los funcionarios constituyan domicilio en forma previa al eventual abandono de sus cargos.


Modelos: Anexos VII.1, VII.1.1 y VII.2

7.1.2) Informe con observaciones para traslado a los responsables (Art. 26 de la Ley Orgánica del H. Tribunal de Cuentas)
Concluidas las tareas de fiscalización y en el supuesto de haberse detectado cuestiones observables, el Relator elaborará el Informe Artículo 26° de la Ley 10869 y sus modificatorias, del cual se correrá traslado a los funcionarios responsables a fin de que los mismos formulen los descargos que hacen al ejercicio de su derecho de defensa.

El Relator preparará dicho escrito haciendo constar su opinión, poniendo de manifiesto, de forma adecuada, los hechos descubiertos; su contenido debe ser de fácil comprensión, estar exento de ambigüedades, contener sólo aquella información que tenga el pertinente respaldo documental. El informe debe ser independiente, objetivo e imparcial.

Las observaciones o hallazgos que, como resultado del trabajo, se detallen en el informe deben ser precisas, debidamente probadas y sustentadas por los respectivos papeles de trabajo tal cual lo exigen las Normas de Auditoria Externa para el Sector Público, aprobadas por el SPTCRA. La expresión  de los hallazgos en el informe debe respetar el siguiente formato:

· presentación del hallazgo o deficiencia (observación)

· definición del parámetro en el cual se asienta el juicio del Relator (criterio o estándar, disposición, norma de procedimiento, etc.)

· las partidas e importes comprometidos 

· identificación de los funcionarios responsables

· indicación precisa del nexo causal entre el hecho observado y la responsabilidad de los funcionarios alcanzados



Modelo: Anexo VII.3

7.1.3)  Informe Final (Art. 30 de la Ley Orgánica del H. Tribunal de Cuentas)
 
Extinguido el plazo otorgado para que los responsables aporten la prueba que haga a su defensa, el Relator elaborará un nuevo informe (Art.  30° de la Ley n° 10869 y sus modificatorias), en el cual se expedirá concretamente sobre dicha prueba, los fundamentos de hecho y derecho interpuestos por los responsables y emitirá opinión definitiva sobre la permanencia o levantamiento de las observaciones formuladas, dejando expresa constancia que las actuaciones se encuentran en condiciones de Autos para Sentencia.


Modelo: Anexo VII.4

7.1.4) Informe del Recurso de Revisión (Art. 39 de la Ley Orgánica del H. Tribunal de Cuentas) 


En aquellos casos en los cuales el H. Tribunal de Cuentas admita la solicitud de revisión por alguno de los responsables alcanzados por un fallo, el Relator actuante deberá emitir un informe en el cual se pronunciará sobre los nuevos elementos de juicio aportados o aclaraciones respecto de la no consideración o errónea interpretación de los documentos en los cuales se basó el fallo.


El informe deberá individualizar el Artículo y Considerando de la sentencia recurrida, en los cuales se trató la observación traída a revisión y se resolvió su mantenimiento con o sin alcance pecuniario.


El Relator deberá expedirse concretamente sobre cada uno de los argumentos de derecho alegados por el responsable y sobre las pruebas aportadas.


Modelo Anexo VII.5

7.1.5) Informe especial

Los informes sobre temas especiales se rigen, en cuanto fuera de aplicación, por las mismas pautas aplicables en los puntos 7.1 a 7.4 precedentes. En cada caso, se deben tener en cuenta las finalidades específicas para las cuales se requieren estos informes, las cuales estarán contenidas en la resolución o fallo del H. Tribunal de Cuentas  que ordene dicha auditoria especial.

7.1.6) Certificación:
 La certificación se aplica a ciertas situaciones de hecho o comprobaciones especiales, a través de la constatación con los registros contables y otra documentación de respaldo y sin que las manifestaciones del Relator al respecto representen la emisión de un juicio técnico acerca de lo que se certifica.

Generalmente, dichos informes serán requeridos externamente con motivo de causas judiciales o administrativas en curso o internamente sobre cuestiones solicitadas por algún Miembro del H. Tribunal de Cuentas o el propio Cuerpo.

La certificación contendrá:

1. Título: Certificación (con el aditamento que fuera necesario).

2. Destinatario.

3. Detalle de lo que se certifica.

4. Alcance de la tarea realizada.

5. Manifestación o aseveración del Relator.

6. Lugar y fecha de la emisión.

7. Firma.

7.1.7) Acta

De acuerdo al Plan de Auditoria trazado, el Relator deberá constituirse en sede de los entes auditados con la finalidad de formular requerimientos, realizar alguna fiscalización especial o formular observaciones que por su menor relevancia fueren susceptibles de ser subsanadas sin necesidad de conferir traslado oficial.


En todas las circunstancias establecidas, el Relator deberá dejar constancia de la actividad desplegada mediante la confección de las actas pertinentes.


Modelos VIII.1, VIII.2 y VIII.3

7.2 Contenido de los Informes para traslado y conclusivos

7.2.1 Formato

El informe deberá realizarse en el formulario pertinente que identifique la etapa procesal del Juicio de Cuentas.

7.2.2 Encabezado

Deberá indicarse número de expediente, repartición controlada y período o ejercicio que abarca.

7.2.3 Destinatario e introducción

Deberá precisarse cuál es el destinatario, se indicarán las facultades en uso de las cuales se emite el informe,  el nombre completo de la repartición alcanzada por la auditoría, el ejercicio o período que abarca y la imputación presupuestaria de la cuenta sobre la cual recayó la auditoría.

7.2.4 Nómina de Autoridades

Se consignará la nómina de autoridades y funcionarios cuyos cargos estuvieron en vigencia en el ente y ejercicio auditados.

7.2.5 Objeto de la Auditoria

Deberá especificarse que el objeto de la auditoria recae sobre la rendición de cuentas que se integra con los estados contables, la documentación respaldatoria y los registros contables del ente auditado.

7.2.6  Alcance del Examen

Se indicará que el examen fue realizado de conformidad con las normas de auditoria externa aprobadas por el Secretariado Permanente de Tribunales de Cuentas de la República Argentina y las Normas Internacionales de Auditoria aprobadas por la INTOSAI.

Se debe explicitar el período en el cual se practicaron los procedimientos de auditoria en el ámbito del ente en cuestión, lapso éste en el cual los Relatores pueden tomar directo conocimiento, a través de las distintas circunstancias que han de desembocar en la opinión vertida en el informe de auditoria.

Deben exponerse claramente los procedimientos empleados para obtener y analizar la evidencia que da lugar a las conclusiones que se exponen en el informe; indicando, de ser del caso, las hipótesis de trabajo utilizadas, los métodos comparativos usados (juntamente con los criterios y parámetros legales utilizados para la evaluación) y, si se hubiera recurrido a la técnica de muestreo, la forma en que se diseñó la muestra y las razones por las cuales se seleccionó.

Es necesaria la extrema rigurosidad en la redacción del presente párrafo del informe, dado que adquiere suma importancia para la limitación de la responsabilidad del Relator.

Asimismo, deberán consignarse las limitaciones al alcance que no fuera posible superarla a través de un procedimiento alternativo que le permita al Relator satisfacerse sobre la cuestión sujeta a examen, ella debe describirse en el informe con el detalle de las consecuencias que genera en la labor de auditoria (procedimientos y pruebas que no pudieran realizarse, y, de ser del caso, la imposibilidad que ello genera en la emisión de conclusiones).

Tales limitaciones deben indicar los procedimientos y pruebas que no pudieron ser aplicados en su caso, señalando lo siguiente:

1. Si la restricción ha sido impuesta por el ente controlado.

2. Si la restricción es consecuencia de otras circunstancias, tales como las que imponen las propias normas aplicables a las operaciones mediante el establecimiento de excepciones a la rendición de cuentas.

3. Si parte del trabajo de auditoria se apoya en la tarea realizada por otro auditor independiente. Esta limitación al alcance será optativa. Si no se incluye, se presume que el auditor principal asume la responsabilidad sobre la totalidad de la información contable, objeto de la auditoria.

De esta forma se limita la responsabilidad con respecto a aquellas circunstancias que no han podido ser sometidas a análisis.

 7.2.7 Aclaraciones previas

En el presente capítulo se incluyen aspectos que son de conocimiento del Relator o elementos que se tuvieron en cuenta para el desarrollo de las evaluaciones que se entiende necesario reseñar para dar paso a las conclusiones a las que se ha arribado, lo que, en algunos casos, podría estar orientado a hacer más sencilla su lectura.

Asimismo, se hace mención a aquellas circunstancias posibles de merecer una investigación o estudio posterior (esto puede adquirir relevancia a fin de dar una mayor precisión al alcance de la auditoria -que por si solo debe ser claro y preciso y por ende limitar la responsabilidad del Relator).

Cuando, según el juicio del Relator que emite el informe, fuera necesario formular aclaraciones especiales que permitan interpretar en forma más adecuada la información, dichas aclaraciones debe exponerlas en este apartado. 

El Relator no debe incluir en este apartado manifestaciones que en realidad representaron salvedades o excepciones que deberán recibir el tratamiento correspondiente en el dictamen.

7.2.8  Informe de la  Relatoría

7.2.8.1 Ejecución Presupuestaria y Cuenta Rendida

7.2.8.2 Movimiento de Fondos 

7.2.8.3 Estado de Situación Patrimonial

7.2.8.4 Otros

7.2.8.5 Etapas Procesales cumplidas

7.2.8.6 Fiscalizaciones realizadas

7.2.8.7 Observaciones

Las observaciones y las recomendaciones que como resultado del trabajo se detallen en el informe deben ser precisas, debidamente probadas y sustentadas por los respectivos papeles de trabajo tal cual lo exigen las normas de auditoria externa. Su redacción debe ser clara, evitando que puedan dar lugar a diversas interpretaciones, expresando los motivos por los que se arriba a esa aseveración. 

En cada observación se indicará el importe sobre el que recae, el funcionario responsable, el nexo causal entre la responsabilidad del mismo y el hecho observado y la norma legal en la que se asienta el reparo.

7.2.9 Conclusión o Dictamen

En este apartado el Relator debe exponer su opinión, acerca de la razonabilidad de la información contable examinada y las condiciones de legalidad de la documentación examinada, ello de acuerdo con las normas legales que resulten de aplicación y/o normas contables profesionales vigentes.

Se realiza un extracto de los aspectos más relevantes de los comentarios y observaciones a las que se ha arribado, de forma tal que los terceros, a través de su lectura rápida, puedan conocer los resultados obtenidos y logren tomar razón del ambiente de control imperante en el organismo en vinculación a la operatoria o las operaciones sujetas a auditoria. 

Deberán evitarse las subjetividades, debiendo procurarse que a través de una redacción que contemple, en forma conjunta, las observaciones individuales que fueron incluidas en el capítulo pertinente pueda darse una noción del funcionamiento de un sistema sometido a examen.

Si se trata de un informe Art. 27 de la Ley n° 10869 y sus modificatorias, se solicitará conferir traslado del mismo a los funcionarios responsables que se detallarán.

Si se trata de un informe Art. 30 de la Ley n° 10869 y sus modificatorias, se elaborará un dictamen sintético donde se expresará, en términos generales, si ha quedado ajustada a las disposiciones legales en vigor y si los estados contables expresan razonablemente la situación financiera, patrimonial y presupuestaria del ente. Caso contrario se indicarán las observaciones no subsanadas que obran como salvedades a la opinión final favorable. Concluida esta etapa se dejará expresa constancia de que las actuaciones se encuentran en condiciones de Autos para Sentencia.

Dictamen - Tipos de opinión

Dictamen Favorable Sin Salvedades

Cuando hubiera realizado su examen de acuerdo con las normas de Auditoría para el Sector Público el Relator debe opinar favorablemente, siempre que pueda manifestar que la información objeto de la auditoría presenta razonablemente la situación de la que se trata, con las normas legales vigentes en la materia para el ente auditado o de acuerdo a normas contables profesionales cuando éstas le fueran aplicables y de acuerdo al resto de disposiciones legales vigentes.

Dictamen Favorable con Salvedades

El dictamen favorable puede ser acotado con limitaciones que se denominan indistintamente "salvedades" o "excepciones". Las salvedades se cumplen cuando se trata e montos o aspectos que por su significación, no justifican que el Relator debe emitir un dictamen adverso sobre la información contable objeto de la auditoría.

Al expresar su salvedad ya fuera esta determinada o indeterminada, el Relator debe dejar constancia de la razón de su existencia y de la información adicional correspondiente.

Las salvedades determinadas son aquellas originadas en discrepancias respecto de la aplicación de las normas contables profesionales (de valuación o de exposición) y/o legales vigentes utilizadas para preparar y presentar la información contable objeto de la auditoria. Cuando correspondiera, debe dejar constancia de las partidas y montos involucrados.

Las salvedades determinadas son aquellas originadas en la carencia de juicios validos y suficientes para poder emitir una opinión fundada sobre una parte de la información contable examinada. En estos casos, el Relator debe expresar si su salvedad obedece a las limitaciones en el alcance de la tarea o a la sujeción de una parte o de toda la información contable a hechos futuros cuya concreción no pudiera ser evaluada en forma razonable.

No es necesario que el Relator haga referencia a que la información se presente en forma uniforme respecto del ejercicio anterior. La ausencia de la salvedad indica que se ha cumplido con esa característica de la información y solo corresponde referirse a ella cuando hubiera sido violada, a través de la enunciación de la excepción.

La redacción de la salvedad por falta de uniformidad, con respecto a las pautas o los criterios contables utilizados en el ejercicio anterior, debe contener una descripción clara del cambio, de las razones que lo motivan y de sus efectos cuantitativos. Asimismo, el Relator debe manifestar si está o no de acuerdo con el cambio realizado.

Es de destacar que lo precedentemente indicado, se encuentra así reglado por las Normas de Auditoría Externa de la FACPCE y las Normas de Auditoría Externa para el Sector Público (SPTCRA) las que, mayormente, tiene relación con la emisión de opinión sobre la razonabilidad de la información consignada en los estados contables. No obstante ello y además, el Relator deberá tener presente que su función se encuentra integrada a las facultades que el HTC tiene en materia de aprobación o desaprobación de la rendición de cuentas, en cuyo caso una salvedad en cuestiones de legalidad de los gastos erogados puede motivar la aplicación de alguna sanción pecuniaria y/o la desaprobación parcial de la cuenta, en estos casos la “salvedad” poseerá el carácter de “observación” dentro del proceso del juicio de cuentas.

Dictamen Adverso

El Relator debe emitir un dictamen adverso cuando, como consecuencia de haber realizado su examen de acuerdo con las normas de auditoría para el Sector Público, toma conocimiento de uno o más problemas que implican salvedades al dictamen de tal magnitud e Importancia que no justifican la emisión de una opinión con salvedades.

En este caso, el Relator debe expresar que la información contable no está de acuerdo con las normas contables profesionales y/o legales vigentes en la materia, explicando las razones que avalan su opinión (generalmente en un párrafo previo ubicado en el apartado "Aclaraciones previas al dictamen").

Recomendación

El Relator debe incluir en su informe en los casos que considere necesario, recomendaciones para prevenir y corregir irregularidades en concordancia con la facultad constitucional (Art. 159 inc. 2°).

7.2.10 Lugar, fecha y firma de emisión del Informe:

La opinión o el informe deben estar debidamente firmados. La inclusión de la fecha pone de manifiesto que el Relator ha tenido en cuenta los acontecimientos y las operaciones ocurridos hasta la misma. 

8. DISPOSICIONES SOBRE RELATORES Y AUDITORES

En cuanto al desempeño de su función profesional en el ámbito del H. Tribunal de Cuentas de la Provincia de Buenos Aires, el Relator deberá observar las siguientes condiciones:

8.1 Competencia profesional: Los profesionales actuantes en tareas de auditoría gubernamental tienen la obligación de actuar de manera profesional y aplicar elevados niveles en la realización de sus trabajos. Deben cumplir las normas legales de aplicación, las políticas de la organización, como así también los procedimientos y las prácticas aplicables de auditoría y contabilidad. Deben conocer adecuadamente los principios y normas legales e institucionales que rigen el funcionamiento de las entidades auditadas. Deben emplear métodos y prácticas de reconocidas profesionalmente en sus auditorias y en la elaboración de los informes, con la obligación de ajustarse a los postulados básicos y a las normas de auditoría generalmente aceptadas. Deben mantener una actualización continuada, mejorando las capacidades requeridas para el desempeño de sus responsabilidades profesionales.

8.2  Integridad: Los Relatores y Auditores están obligados a cumplir normas elevadas de conducta durante su trabajo y en sus relaciones con el personal de las entidades fiscalizadas. Para preservar la confianza de la sociedad, la conducta de los auditores debe ser irreprochable y estar por encima de toda sospecha. La integridad puede medirse en función de lo que es correcto y justo. La integridad exige que los auditores se ajusten tanto a la forma como al espíritu de las normas de ética, que se ajusten a los principios de objetividad e independencia, que tomen decisiones acordes con el interés público, y que apliquen un criterio de honradez en la realización de su trabajo y el empleo de los recursos del Honorable Tribunal de Cuentas.
8.3  Independencia, objetividad e imparcialidad: Para los Relatores y Auditores es indispensable la independencia con respecto a la entidad fiscalizada y otros grupos de intereses externos. Asimismo, deber ser objetivos al tratar las cuestiones los temas sometidos a revisión. Se requiere objetividad e imparcialidad en toda la labor efectuada, en particular en sus informes, por consiguiente, las conclusiones de los dictámenes e informes deben basarse exclusivamente en las pruebas obtenidas y unificadas de acuerdo con las normas de auditoría del Secretariado Permanente de Tribunales de Cuentas. Los Relatores y Auditores también deberán recoger información acerca de los enfoques de la entidad fiscalizada y de terceros, no obstante, estos enfoques no deberán condicionar las conclusiones propias de los auditores.
8.4  Neutralidad política: Los Relatores y Auditores deben conservar independencia con respecto a las influencias políticas para desempeñar con imparcialidad sus responsabilidades de fiscalización.
8.5  Conflictos de intereses: Los profesionales a cargo de tareas de auditoria deberán proteger su independencia y evitar cualquier posible conflicto de intereses rechazando regalos o gratificaciones que puedan interpretarse como intentos de influir sobre la independencia y la integridad del Relator. Deben evitar toda clase de relaciones con los directivos y el personal de la entidad fiscalizada y otras personas que puedan influir sobre, comprometer o amenazar la capacidad de los auditores para actuar y parecer que actúan con independencia. No deberán utilizar su cargo oficial con propósitos privados y deberán evitar relaciones que impliquen un riesgo de corrupción o que puedan suscitar dudas acerca de su objetividad e independencia. No deberán utilizar información recibida en el desempeño de sus obligaciones como medio de obtener beneficios personales para ellos o para otros. Tampoco deberán divulgar informaciones que otorguen ventajas injustas o injustificadas a otras personas u organizaciones, ni deberán utilizar dicha información en perjuicio de terceros
8.6  Secreto Profesional: La información obtenida en el proceso de auditoría no deberá revelarse a terceros, ni oralmente ni por escrito, salvo a los efectos de cumplir las responsabilidades legales o de otra clase que correspondan al Honorable Tribunal de Cuentas, como parte de los procedimientos normales de éste, o de conformidad con las leyes pertinentes.
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